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Tema a tratar:                             Bonificación por asistencia: Es salarial, salvo contadas excepciones la 



 asistencia a las instalaciones del empleador es un prerrequisito sine qua 



non, para que se pueda ofrecer la prestación personal del servicio a cargo 



del trabajador, pudiendo, incluso el empleador dar por terminado el nexo 



laboral si el trabajador no se presenta ante aquel a fin de prestar el 




servicio convenido. Las partes no pueden excluirlo como factor salarial por 



cuanto no se enmarca en la excepción que plantea la parte final del 




artículo 128 ibídem, puesto que un beneficio habitual no puede ser al 




mismo tiempo, integrador del salario y no integrador de tal. Ius variandi, 



despido indirecto. No se da cuando la propia codificación exige que para 



la variación de las condiciones de trabajo inicialmente pactadas, las partes 



deban arribar a un consenso, de modo que no se ofrezca, el cambio de las 



condiciones, como un capricho emanado de una ellas, capricho del cual se 



derive la vulneración al honor, a la dignidad o a los derechos mínimos del 



trabajador. Jornada de 8 horas diarias y 48 a la semana, descanso 




sabatino. El exceso de las dos horas diarias, con el fin exclusivo del 




descanso durante todo el sábado, sin que genere trabajo suplementario, 



siempre en el entendido de que el promedio semanal sea de 48 horas, 



todas vez, que simplemente las 8 horas del sábado se repartirían de a 2 



horas de lunes a viernes, de lo contrario, el empleador requiere la 




autorización del Ministerio del ramo para trabajar 2 horas extras por día, 



por cuanto, de no ser de ese modo se infringiría el enunciado previsto en 



el literal d) del artículo 161 ibídem, cuya omisión respecto de la 




autorización no la prevén los preceptos 162 a-b-c y 163 ejusdem.
En Pereira, hoy 1 (primero) de diciembre de dos mil dieciséis (2016), siendo las siete y treinta de la mañana  (07:30 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia la magistrada y los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su sala de decisión 3, encabezada por el ponente, declaran formalmente abierto el acto, para desatar el recurso de apelación interpuesto por la demandada, en contra de la sentencia proferida el 11 de agosto de 2014 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda dentro del proceso ordinario promovido por Jackeline Vasco Rivera, Michael Laverde González y Daniel Muñoz Bedoya contra la sociedad  Telemark Sapain S.L. Sucursal Colombia Zona Franca.
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

I- INTRODUCCIÓN
Antes de los alegatos de instancia, se anticipan los pormenores del litigio, así: Los demandantes enfocan sus pretensiones a que tras la declaración: (i) de sus respectivos contratos de trabajo que los uniera con la demandada común, a términos fijos, entre el 22 de noviembre de 2010 y el 13 de marzo de 2013, para el caso de la dama accionante y el último de los actores, y del 1 de julio de 2010 al 13 de marzo de 2013, el segundo, (ii), (iii) y (v) que los rubros por horas extras, bonificaciones por asistencia, comisiones por venta y bonificaciones no salariales, constituyen salario, deben tenerse en cuenta para la liquidación de las prestaciones sociales, y como ingreso base de cotización al sistema de seguridad social, y que obró de mala fe, (iv) y (vii) que no suministró dotación y calzado de labor, prima de servicios de 2012 y segundos semestres de 2010 y 2011; pide se condene a: a) prima de servicios y su reliquidación del 1 de enero al 13 de marzo de 2013, b) reliquidación de: vacaciones, de auxilio de cesantías e intereses a las mismas, de aportes pensionales con intereses moratorios, c) sanción moratoria e indemnización por despido injusto y d) calzado y vestido de labor,  más las costas procesales.

38, 34 y 34 proposiciones, respectivas por cada actor, constituyen los supuestos fácticos alusivos a los desarrollos de los contratos de trabajo, iniciados a términos fijo de tres meses, al vencimiento de cuyas prorrogas automáticas, se renovaron a un año, a partir del 22 de noviembre y 1 de julio de 2011 respectivamente, en los cargos de teleoperadores, percibiendo como salario el mínimo legal, laborando, en turnos sucesivos y rotativos de seis horas diarias -36 a la semana-, devengando un salario mínimo legal vigente, más horas extras, bonificaciones por asistencia, comisiones permanentes por ventas y bonificaciones no salariales, las cuales no fueron tenidas en cuenta al momento de liquidar las prestaciones sociales, ni en los aportes a la seguridad social; que nunca les fue suministrada la dotación; que en febrero de 2013 uno de los jefes inmediatos les informó que se implementaría un nuevo horario de diez horas diarias, de lunes a ‪viernes de 6 am‬‬‬. ‪a 4 pm‬‬‬., y que ante la negativa de los trabajadoras de firmar dicha variación del contrato de trabajo, padecieron una situación de acoso laboral en su contra, por lo que se vieron obligados a presentar su carta de renuncia.

La sociedad demandada se opuso a las pretensiones, aceptó la existencia de las relaciones laborales, los extremos de las mismas, y el cargo desempeñado por las demandantes. Propuso como excepciones de fondo, “cobro de lo no debido”, “pago” y “prescripción” (fl. 241 y ss).

La sentenciadora de primer grado, tras declarar la existencia de los contratos de trabajo a términos fijos superior a un año luego de sus prorrogas, habidos entre la demandada y los demandantes, por los lapsos implorados y que se terminaron por renuncias de los trabajadores, declaró las dos bonificaciones sin connotación salarial, no declaró probadas las excepciones, y mandó reajustar el ingreso base de cotización con destino a los fondos de salud y pensiones, así como cancelar las diferencias por concepto de: cesantías, primas, amén del reconocimiento por concepto de calzado y vestido de labor, negó las indemnizaciones por despido injusto y moratoria, y condenó al 50% en costas en contra de la accionada.

Sostuvo en la motiva, que los actores  devengaron como contraprestación al servicio el salario mínimo, dos bonificaciones, una de ellas por la asistencia y otra no salarial y comisiones, conforme al volumen de ventas, las cuales solo las vinieron a percibir como factores salariales a partir de mayo de  2012, en virtud de un error de la empleadora que subsanó, tal cual lo acreditaron los declarantes y los documentos de folios 52, 53, 58 a 63, 121 a 134, 316, 317 y 208, no obstante,  halló diferencias no satisfechas que ordenó cancelar, por otros conceptos: seguridad social, cesantía y primas. Que las citadas bonificaciones no constituían factores salariales para la liquidación de prestaciones sociales, toda vez que los trabajadores fueron reunidos con anterioridad, por la empresa, para hacerles conocer esa circunstancia.

Absolvió por concepto de indemnización por despido sin justa causa, argumentando que el cambio de horario, debido al retiro de uno de sus proveedores, fue legítimo, en virtud del principio del Ius Variandi, y no vulneró los derechos de los trabajadores, por cuanto se pasó de una intensidad de carácter especial de 6 horas diarias o de 36 horas semanales, a otra de carácter general de 8 horas diarias o 48 a la semana, incrementada dos horas para efectos de no laborar los sábados. Por lo tanto, estimó que la renuncia presentada por los demandantes, fue simple y llana, que no se configuró el auto despido, sino la voluntad de no aceptar, sin justificación, las nuevas condiciones que debían cumplir.

Así mismo, negó el pago de la sanción moratoria, tras considerar que no existió mala fe de la sociedad empleadora, puesto que esta atendió a lo que en el plano de los hechos debió haber cumplido, canceló los salarios correctamente una vez corrigió los errores en que había incurrido inicialmente, aunado a que los actores no especificaron las comisiones que se habían dejado de cancelar, ni la deuda con la seguridad social genera esta indemnización y en pocas palabras, que no se intuía de parte de la obligada en su rol de patrono, la intención desquiciada, torticera o mal intencionada.

En contra de tal proveído se alzaron los promotores del litigio, arguyendo, en frente a la negativa de la indemnización por despido injusto, al no aceptarse el despido indirecto o auto despido, basado en que se modificó unilateralmente un elemento esencial del contrato, cuál era el horario, al imponer 10 horas diarias sin proponer ofrecimiento alguno, aumentando el 40% jornada, que la facultad del ius variandi, no puede afectar las cláusulas del contrato de trabajo, para cuya modificación requiera la aquiescencia de las partes, por escrito tal como se estipuló en el contrato primigenio,  que los convenios del empresario con terceros, no tenía por qué afectar los contratos de trabajos, y que los malos tratos recibidos en vista de la no aceptación de los cambios, tornaron injusto el proceder de uno de los contratantes.

Agregó,  que la bonificación por asistencia y otra, fue habitual o permanente con el objeto de remunerar la prestación directa del servicio con arreglo al artículo 127 del C.S.T., por lo que al integrar el concepto salarial, debía tenerse en cuenta en la liquidación de prestaciones y seguridad social; rechazó que hubiera mediado el pacto de desalarización, con base en la exposición hecha por Yaneth Giraldo, según la cual tal pacto surgió de una reunión a la que asistieron los trabajadores, quienes firmaban un control de asistencia, sin que acorde con los recurrentes, hubiese prueba de la asistencia de estos, y que el acuerdo verbal no resultó demostrado por la accionada. Finalmente aludió a la Inconsistencia de unos pagos, citando los folios respectivos, empero sin especificar la clase y concepto de tales hallazgos. 

Por último, expuso que como la demandada transgredió los derechos de los trabajadores, no puede exonerársele de la indemnización moratoria, puesto que su calidad de trasnacional, con mucho personal y asesoría en estos temas, no debió incurrir en abusos, siendo evidente con la declaración de Ana Maria Eusse, que las comisiones empezaron a tomarse en cuenta como salariales en 2012, y que lo que se debía con anterioridad no se pagó, sin exponer justificación. En cuanto a las costas aduce que estas deben ser en justa proporción.

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia, alegan los voceros si asisten.

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

Consideraciones

Visto el recuento precedente acometerá la Sala el estudio de los tres frentes demarcados en el recurso, tal cual lo manda el artículo 66 A del CPLSS, modificado por el 35 de la Ley 712 de 2001, a saber: (i) si el pago mensual y habitual de $100.000, como estímulo por la sola asistencia de los laborantes al sitio de trabajo, es en primer lugar salario, en segundo lugar, si ese concepto era susceptible o no, que por acuerdo entre las partes se excluyera como factor para liquidar las prestaciones sociales, y por último, si realmente existió el mentado acuerdo entre las partes encaminado en tal sentido.

(ii) El segundo frente está construido en el dilema de si en las condiciones como se dieron las renuncias de los trabajadores, estas configuraron o no genuinos auto despidos o despidos indirectos y,
(iii) Como tercer frente se enfoca si el comportamiento contractual de la demandada estuvo revestida de mala fe, merecedora entonces, de la indemnización moratoria.

I- En cuanto a la bonificación o pago de la suma de $100.000, que la demandada reconocía mensualmente a sus laborantes, por la sola asistencia diaria al lugar de trabajo, es preciso puntualizar que no se ofrece reparo alguno entre los contendientes, en torno al monto, habitualidad y finalidad del citado concepto, por lo que a la luz del artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el 14 de la Ley 50 de 1990, el rubro se concedió como contraprestación directa del servicio, puesto que absurdo, fuese que tal incentivo se hubiera reconocido para desestimular dicha asistencia, siendo que esta es un elemento integrante del contrato de trabajo, por cuanto, salvo excepcionales casos, entre ellos el tele trabajo, la asistencia a las instalaciones del empleador es un prerrequisito sine qua non, para que se pueda ofrecer la prestación personal del servicio a cargo del trabajador, pudiendo, incluso el empleador dar por terminado el nexo laboral si el trabajador no se presenta ante aquel a fin de prestar el servicio convenido.

De tal suerte, que al estimularse tal asistencia a las instalaciones de la empleadora a fin de que los trabajadores prestaran el servicio de manera personal, con el reconocimiento adicional al salario mínimo, de una suma de $100.000, esta suma estaba destinada a retribuir directamente el servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se hubiere adoptado, tal cual lo previene el comentado artículo 127 del C.L.

II- Ahora bien, de lo dicho también se desprende que como integrante de la noción salarial, dicho rubro no podría dejarse a un lado como factor salarial para liquidar las prestaciones sociales. Ello en la medida en que su pago habitual lo coloca al margen de cualquier consenso entre los contratantes con miras a excluirlo como tal, salvo que al tenor de lo que prescribe las voces finales del artículo 128 del C.L. tratándose de “beneficios o auxilios ya sean habituales u ocasionales se acuerde convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador ...expresamente que no constituyen salario en dinero o en especie, tales como la alimentación, habitación o vestuario, las primas extralegales, de vacaciones, de servicios o de navidad” .

De tal modo, que el incentivo por asistencia no obedece a ningún beneficio o auxilio de los acabados de aludir, por lo que como habitual sigue el derrotero trazado en el precepto 127 del C.L., en su calidad de salario  como retributivo del servicio, excluido de la posibilidad de que en torno al mismo, las partes puedan arribar al consenso de excluirlo como factor salarial, iterase, por cuanto no se enmarca en la excepción que plantea la parte final del artículo 128 ibídem, puesto que un beneficio habitual no puede ser al mismo tiempo, integrador del salario y no integrador de tal.

III- Aunque por lo dicho resulte innecesario entrar a dilucidar si existió el consenso de exclusión como factor salarial, como lo concluyera la a-quo, conviene hacer las siguientes acotaciones en orden a recalcar el error en que incurrió la funcionaria, para quien acogiendo la prueba testimonial arrimada a instancias de la demandada, dedujo tal consenso del solo hecho por ella acreditado, de que la empleadora reunió previamente el personal de la empresa para informarles que dicho incentivo no hacía parte del salario, como si reunir e informar fuera suficiente para asumir también que los trabajadores aceptaban la estipulación, cuando lo cierto es que no se acreditó ningún signo de asentimiento de los aquí demandantes, respecto de la propuesta que supuestamente y en forma unilateral les dirigiera la empleadora.

De tal suerte, que no en vano los recurrentes echaron de menos el cumplimiento de la estipulación contractual que mandaba que cualquier cambio a lo convenido por las partes en los inicios de la relación, se plasmara de manera inequívoca por estas, y qué mejor que ello se plasmara de manera escrita, y como quiera que no aparece reflejado en documento alguno, no se avizora tal consenso, que como ya se expuso aún de haberse arribado a ese acuerdo, no era válido el mismo, en tanto que no se ajustaba a las previsiones del apartado final del precepto 128 del C.L.

Por lo que este segmento del recurso sale avante. Por lo tanto, se mandará al reconocimiento de los reajustes tanto en el Ingreso Base de Cotización sobre el cual se liquidó para pensión como de las prestaciones, tal como se aprecia en los cuadros elaborados por la Sala al final de la diligencia y que harán parte de la misma, previo conocimiento de los asistentes. 
En cuanto a las prestaciones sociales, se dispone la reliquidación de las mismas, teniendo en cuenta las que no están cobijadas por la prescripción. En ese orden, a los demandantes les asiste el derecho al pago de los siguientes rubros, conforme se ilustra en el cuadro que se pone de presente a los asistentes y que también hará parte integrante del acta final que se suscriba con ocasión de esta diligencia. A Jackeline Vasco Rivera $345.381,30; a Michael Laverde González $423.294,36; y a Daniel Muñoz Bedoya $ 378.224,95. Tales cantidades incluyen el valor de las condenas impuestas en sede de primer grado. 
IV- Igual, desacierto se avista al indagarse en torno a si era necesario o no el consenso para el cambio del horario, y su repercusión en la ruptura del nexo laboral a causa atribuible al empleador, el cual fuera determinante para que los trabajadores renunciaran a sus trabajos.

En efecto, en principio dentro de la esfera del ius variandi, podía el empleador variar la jornada de trabajo, en la medida en que en tal modificación se pondría en evidencia el poder subordinante que posee para exigirle al trabajador el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad, e imponerle reglamentos, la cual deberá mantenerse por todo el tiempo. 

Se ha dicho en principio, por cuanto el numeral segundo del precepto 23 del C.L., supedita tal actuar patronal a que no se afecte, el honor, la dignidad y los derechos mínimos del trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales que sobre derechos humanos relativos a la materia obliguen al país.

Tal limitación legal al ius variandi se percibe, entonces, cuando la propia codificación exige que para la variación de las condiciones de trabajo inicialmente pactadas, las partes deban arribar a dicho consenso, de modo que no se ofrezca, el cambio de las condiciones, como un capricho emanado de una ellas, capricho del cual se derive la vulneración al honor, a la dignidad o a los derechos mínimos del trabajador.

V- En torno a la variación de la jornada laboral, especialmente cuando se trata de adoptar la de 8 horas diarias y 48 a la semana, que fue la intención de la demandada, no obstante lo pueda disponer el empresario provisto del poder subordinante, se ofrece sin embargo, un aspecto sobre el cual por mandato del precepto 161-d del C.S.T., adicionado por el 51 de la ley 789 de 2002,  debe mediar el consenso entre los contratantes, en torno a: (i) la flexibilidad de la jornada diaria de 6 días a la semana, con uno de descanso, coincidente o no con el domingo (ii)  la flexibilidad  en esos 6 días, del horario, que puede fluctuar entre un mínimo de cuatro horas y un máximo de 10 al día, sin lugar a recargo por trabajo suplementario, siempre que su promedio en la semana no supere las 48 horas, dentro de la jornada ordinaria de 6 a.m a 10 p.m.

Los presupuestos para que tales reglas se hubieran ofrecido en el sub-lite, aparte de que se echa de menos el consenso allí exigido, no se dieron en la medida de que si bien la jornada semanal se extendió a 6 días, su promedio excedió las 48 horas a la semana, puesto que arribaba a las 50 en ese lapso.

VI- Por otro lado, tres acotaciones más merece la situación planteada a la luz de los preceptos 162-2, 163 y 164 de la codificación sustantiva laboral: (i) las 2 horas diarias en exceso, solo era posible, mediante autorización expresa del Ministerio del ramo, y de conformidad con los convenios internacionales del trabajo ratificados, sin que el número de horas extraordinarias pasen de 12 a la semana, para lo cual la empleadora debería llevar el riguroso control exigido en la primera de las disposiciones aludidas.

(ii) En el sub-examine, no se presentaron las situaciones excepcionales, que habilitaban la omisión de la autorización, las cuales se describen en la segunda normativa citada, modificada por el artículo 2 del decreto 13 de 1967, las que como destaca sus voces finales, únicamente se permite el trabajo extra como medida necesaria para evitar que la marcha normal del establecimiento sufra una perturbación grave, cuando: a) por razón de fuerza o caso fortuito, amenace la ocurrencia de algún accidente, y b) se requieran trabajos de urgencia sobre las máquinas o en la dotación de la empresa.

 (iii) Si se afirmara, como lo relatan los deponentes, que el exceso de las dos horas diarias, se dispuso así con el exclusivo fin de permitir a los trabajadores el descanso durante todo el sábado, aunque ello hubiera sido así, con apoyo en la última de las normas aludidas, la que prescribe que su ampliación no genera trabajo suplementario o de horas extras, siempre en el entendido de que el promedio semanal sea de 48 horas, todas vez, que simplemente las 8 horas del sábado se repartirían de a 2 horas de lunes a viernes, sin embargo, en este evento, el promedio en la semana seguiría de 50 horas, lo que subsistiría la necesidad de requerir la autorización del Ministerio del ramo para trabajar 2 horas extras por día, por cuanto, de no ser de ese modo se infringiría el enunciado previsto en el literal d) del artículo 161 ibídem, cuya omisión respecto de la autorización para el descanso del sábado no la prevén los preceptos 162 a-b-c y 163 ejusdem.

VII- La cuestión sube de tono, entonces, cuando la empleadora ni solicitó la susodicha autorización, ni menos prometió el reconocimiento de las 2 horas extras diarias, por lo que obligar a los laborantes en tales condiciones a trabajar sin remuneración extra, resultaba caprichoso e ilegal. De tal modo que el reproche que los demandantes le elevaron en la carta de terminación del contrato no fue inusitado ni carente de motivos legales, por eso asistidos del derecho a reclamar como tal el denominado por la doctrina despido indirecto o auto despido.

De allí, por tanto, que al prosperar este segundo segmento de la apelación, se dispondrá el reconocimiento de la indemnización por el auto despido, así: A Jackeline Vasco Rivera con un salario de $790.875, le asiste derecho a una indemnización equivalente a $6`722.437,50, que corresponde a 255 días de salario calculados desde el 13 de marzo de 2013 –fecha del despido- y hasta el 22 de noviembre de ese año –fecha de vencimiento del contrato-. 
A Michael Laverde González, con un salario de $813.412 le asiste derecho a una indemnización equivalente a $3`009.624,40, que corresponde a 111 días de salario calculados desde el 13 de marzo de 2013 –fecha del despido- y hasta el 1 de julio de ese año  –fecha de vencimiento del contrato-.
A Daniel Muñoz Bedoya, con un salario de $ 685.250 le asiste derecho a una indemnización equivalente a $ 5`893.150, que corresponde a 258 días de salario calculados desde el 10 de marzo de 2013 –fecha del despido- y el 22 de noviembre de 2013 –fecha de vencimiento del contrato-. 
VIII- En cuanto a la indemnización moratoria, expone la censura que la contradictora obró exenta de buena fe, comportamiento contractual, iterase de buena fe, que debe observar el obligado a la finalización del vínculo laboral, y que valga la ocasión de reiterarlo de la mano del órgano de cierre de la especialidad laboral, habilitaría para la exoneración de la sanción moratoria, por cuanto ésta no surge al mundo jurídico de manera automática ni inexorable, o sea, que no basta con la contemplación objetiva de las acreencias laborales, sino que dentro de su análisis ha de contemplarse las razones subjetivas, serias, razonables y atendibles, que justifiquen el obrar omiso del obligado, puesto que de no hallarse, la indemnización devendría como consecuencia lógica.

La censura sostiene que la demandada transgredió los derechos de los trabajadores, que como demostración de ello, solo a partir de un tramo de la relación comenzó a tomar en cuenta las comisiones como salario para liquidar las prestaciones sociales y las obligaciones con la seguridad social, aunado a que sin justificación no efectuó el reconocimiento en el lapso anterior. 
Si bien, pudiera argüirse en favor de la obligada que su comportamiento contractual cambió desde el momento en que colacionó el rubro de comisiones como factor salarial para la liquidación de prestaciones sociales, lo que resulta relevante de su posición al margen de la mala fe, esperada de ella a la finalización del nexo laboral, es que militan otras diferencias a las que la primera instancia accedió, aunado a que en ningún momento, obró de igual manera con relación a la bonificación salarial por asistencia, al persistir en su negativa, puesto que para ella, dicho rubro carece de la citada connotación salarial, sin argumentos que así sean equivocados denoten sin embargo, su buena fe, puesto que como ya se expuso, tal incentivo: la asistencia, constituye un prerrequisito ineludible, en orden a que sea posible que los trabajadores se pongan al servicio del empleador, como elemento esencial del contrato de trabajo, y pueda entonces aquel beneficiarse de la labor, impartirle órdenes y reglamentos, llamarle la atención etc., a tal grado llega la  indisolubilidad entre la presencia física del trabajador en las instalaciones del patrono, con la prestación del servicio a cargo del asalariado (a), que de no presentarse daría lugar a que por justas causas pidiera, su oponente, la terminación del nexo contractual.
Es que esa principalísima obligación del empleado (a) [asistencia al lugar de trabajo] tiene como finalidad indiscutible la prestación del servicio, y consecuencialmente, su retribución directa a favor de aquel, cual es lo que manda el artículo 127 de la obra sustantiva laboral, para que se tome el rubro como integrante de la noción salarial, cuya exclusión como tal para efectos liquidatorios de prestaciones sociales, no se encuentra permitido en la norma exceptiva siguiente [128], puesto que pese a ser habitual, ninguna de las finalidades allí previstas se ajustan al rubro que estimula la asistencia diaria al trabajo, sin perjuicio de que en ningún instante, dicha exoneración fuera el resultado de la negociación con los trabajadores, puesto que brilla en el plenario la ausencia del asentimiento de estos, que aún de haberse dado sería ineficaz por no encajarse en ninguna de las dos disposiciones citadas.

IX- Obligado resulta, entonces, la prosperidad del recurso y la consecuencial condena al reconocimiento de la indemnización moratoria, para lo cual se tomará en cuenta que todos los demandantes devengaban más del salario mínimo, razón por la cual, a las voces del artículo 65 del C.L., corresponde una indemnización equivalente a un día de salario por cada día de tardanza por los 24 primeros meses de mora y a partir del mes 25, se adeudaran réditos moratorios sobre las sumas que constituyan prestaciones sociales. Para el caso de la demandante Vasco Rivera tomando como último salario la suma de $790.875, la indemnización equivale a $26.362,50 diarios a partir del 14 de marzo de 2013, inclusive y hasta el 13 de marzo de 2015, esto es, a la suma de $18`981.000. Y a partir de esa última calenda los intereses moratorios determinados en la norma. En el caso del actor Michael Laverde González, partiendo de un salario de $813.412, corresponde a $27.113,73 diarios, a partir igualmente del 14 de marzo de 2013 y hasta el 13 de marzo de 2015, esto es, a la suma de $19`521.885 debiéndose por el empleador, a partir de esta última fecha, los intereses moratorios disciplinados en la norma referida. Finalmente en lo que tiene que ver con Daniel Muñoz Bedoya, se adeuda la suma de $22.841,66 diarios, a partir del 11 de marzo de 2013 y hasta el 10 de marzo de 2015, que corresponden a $16`445.995 y con posterioridad los réditos por mora mencionados, pues el salario era de $685.250.    
X- Respecto de la incongruencias de que se duelen los recurrentes, estas no se especificaron y si a ellas se refiere, por las deudas anteriores a marzo de 2011 que empezaron a colacionarse las comisiones y otros conceptos como salariales, es de ver que ese lapso está cubierto por el fenómeno prescriptivo, dado que la demanda fue presentada el 26 de febrero de 2014, sin embargo, para los efectos de la seguridad social en pensiones, no aplica el fenómeno de la prescripción, en tanto que no siéndolo para la pensión en sí misma considerada, tampoco lo es para los elementos que contribuyen a su formación, como reiteradamente lo tiene asentado la doctrina. 
XI- Así entonces, se mandará a reajustar tales aportes con destino al fondo de pensional, al cual se encuentren afiliados los demandantes, con sus respectivos interés de mora, a partir del 22 de noviembre de 2010, para el caso de Jackeline Vasco Rivera y Daniel Muñoz Bedoya, y desde el 1 de julio del mismo año, para Michael Laverde González, y hasta el 1 de marzo de 2011, para todos ellos.  
XII- Con todo, no salen avantes las excepciones propuestas por la accionada, salvo parcialmente la de prescripción para aquellos reclamos que se causen con antelación al 26 de febrero de 2011, salvo lo concerniente al reajuste de aportes pensionales, cuya naturaleza es imprescriptible. 
En consecuencia, parcialmente se revocará y se adicionará la decisión impugnada. La revocatoria, incluirá el numeral décimo primero, dado que la resolutiva está reservada exclusivamente, ha sí salen avantes o no las pretensiones y excepciones propuestas por las partes, y eventualmente por terceros, e imponer o absolver las condenas, al paso que la apreciación de que al testigo le asista motivos que comprometan la veracidad de sus dichos, por razones de parentesco, trabajo, etc., es asunto inmerso en la valoración del medio probatorio, más no asunto que se tenga que reflejar de manera particular en la resolutiva.
Se condenará en Costas, en ambas instancias a la demandada 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, en su Sala decisión 3, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Confirma los numerales primero, séptimo y décimo segundo de la sentencia conocida en apelación.
2. Revoca los numerales segundo, tercero, octavo, noveno, décimo primero y décimo segundo, en su lugar:

2.1. Declara que los contratos de trabajo terminaron por despido indirecto En consecuencia, condena a la sociedad demandada a cancelar a los demandantes la indemnización de que trata el artículo 64 del C.S.T. así:
Para Jackeline Vasco Rivera la suma de $6.722.437,50.

Para Michael Laverde González la suma de $3.009.624,40

Para Daniel Muñoz Bedoya la suma de $5.893.150. 

2.2. Declara que la bonificación por asistencia por valor de $100.000 mensuales, es salario e integra como factor para la liquidación de prestaciones sociales y aportes a la seguridad social.

2.3. Condena a Telemark Spain S.L. Sucursal Colombia Zona Franca Permanente Especial a cancelar en pro de los demandantes, la indemnización moratoria contemplada en el artículo 65 del C.S.T., correspondiente en primer término, a un día de salario por cada día de retardo, durante los primeros 24 meses siguientes a la terminación de la relación laboral de cada una de ellas, pues a partir de la iniciación del mes 25, se generan a su favor los intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación,  sobre las sumas adeudada por concepto de prestaciones sociales, hasta que se haga efectivo el pago total de la obligación.  
Para Jackeline Vasco Rivera, los primeros 24 meses, corresponden a un salario diario de $26.362,50, esto es $18.981.000, desde el 14 de marzo de 2013 y hasta el 13 de marzo de 2015, inclusive. A partir del 14 de marzo de 2015 y hasta el pago efectivo de lo debido, se adeuda los intereses moratorios respectivos.

Para Michael Laverde González, los primeros 24 meses, corresponden a un salario diario de $27.113,73, esto es $19.521.885,60, desde el 14 de marzo de 2013 y hasta el 13 de marzo de 2015. A partir del 14 de marzo de 2015 y hasta el pago efectivo de lo debido, se adeuda los intereses moratorios respectivos.

Para Daniel Muñoz Bedoya, los primeros 24 meses, corresponden a un salario diario de $22.841,66, esto es $16.445.995,20, desde el 11 de marzo de 2013 y hasta el 10 de marzo de 2015. A partir del 11 de marzo de 2015 y hasta el pago efectivo de lo debido, se adeuda los intereses moratorios respectivos.

3. Adiciona y modifica los numerales: cuarto, quinto, sexto y décimo. En consecuencia:

3.1. Declara no probadas las excepciones propuestas por la demandada, salvo parcialmente la de prescripción para aquellos reclamos que se causen con antelación al 26 de febrero de 2011, menos lo concerniente al reajuste de aportes pensionales o ingreso base de cotización, cuya naturaleza es imprescriptible.
3.2. Ordena a Telemark Spain S.L. Sucursal Colombia Zona Franca Permanente Especial a cancelar en pro de las demandantes, al reajuste del ingreso base de cotización a partir de 2010, fecha en que se iniciaron los nexos laborales y hasta la finalización de los mismos, incluyendo dentro de los factores salariales, los rubros de comisiones por venta y bonificaciones por asistencia, así:  
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2010/12 720.462,00 $                    

2011/01 N/A

2011/02 634.478,00 $                    

2011/03 661.492,00 $                    

2011/04 661.908,00 $                    

2011/05 649.254,00 $                    

2011/06 647.850,00 $                    

2011/07 N/A

2011/08 N/A

2011/09 642.100,00 $                    

2011/10 704.000,00 $                    

2011/11 N/A

2011/12 N/A

2012/01 667.950,00 $                    

2012/02 670.450,00 $                    

2012/03 666.700,00 $                    

2012/04 N/A

2012/05 N/A

2012/06 N/A

2012/07 816.700,00 $                    

2012/08 1.066.568,00 $                 

2012/09 816.700,00 $                    

2012/10 N/A

2012/11 1.011.954,00 $                 

2012/12 N/A

2013/01 992.250,00 $                    

2013/02 N/A

REAJUSTE COTIZACIONES PENSION

JACKELINE VASCO RIVERA
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2010/07 518.575,00 $       

2010/08 630.000,00 $       

2010/09 699.728,00 $       

2010/10 660.925,00 $       

2010/11 675.511,00 $       

2010/12 716.750,00 $       

2011/01 635.600,00 $       

2011/02 635.600,00 $       

2011/03 655.600,00 $       

2011/04 702.350,00 $       

2011/05 701.600,00 $       

2011/06 694.643,00 $       

2011/07 656.850,00 $       

2011/08 N/A

2011/09 N/A

2011/10 651.600,00 $       

2011/11 730.600,00 $       

2011/12 677.350,00 $       

2012/01 693.700,00 $       

2012/02 676.200,00 $       

2012/03 788.748,00 $       

2012/04 816.700,00 $       

2012/05 816.700,00 $       

2012/06 1.061.802,00 $    

2012/07 N/A

2012/08 1.047.983,00 $    

2012/09 1.065.312,00 $    

2012/10 728.920,00 $       

2012/11 1.040.191,00 $    

2012/12 666.700,00 $       

2013/01 928.324,00 $       

2013/02 698.500,00 $       

REAJUSTE COTIZACIONES PENSION

MICHAEL LAVERDE GONZALEZ
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2010/11 N/A

2010/12 615.000,00 $            

2011/01 639.318,00 $            

2011/02 729.353,00 $            

2011/03 667.408,00 $            

2011/04 732.908,00 $            

2011/05 842.754,00 $            

2011/06 707.850,00 $            

2011/07 647.350,00 $            

2011/08 712.600,00 $            

2011/09 645.350,00 $            

2011/10 651.350,00 $            

2011/11 641.600,00 $            

2011/12 644.100,00 $            

2012/01 673.700,00 $            

2012/02 669.200,00 $            

2012/03 783.653,00 $            

2012/04 992.084,00 $            

2012/05 1.037.068,00 $        

2012/06 N/A

2012/07 979.646,00 $            

2012/08 963.846,00 $            

2012/09 816.700,00 $            

2012/10 N/A

2012/11 N/A

2012/12 N/A

2013/01 N/A

2013/02 N/A

REAJUSTE COTIZACIONES PENSION

DANIEL MUÑOZ BEDOYA


Tales sumas se deberán poner a disposición del fondo de pensiones al que se encuentren afiliados los actores. 

3.3. Cancelar en pro de las demandantes a título de reajuste de las prestaciones sociales (auxilio de cesantías y prima de servicios), tomando en cuenta como factores salariales las comisiones por venta y bonificaciones por asistencia, a partir del 26 de febrero de 2011 hasta el 13 de marzo de 2013, los siguientes montos:
Para Jackeline Vasco Rivera la suma de $345.381,30

Para Michael Laverde González la suma de $423.294,36

Para Daniel Muñoz Bedoya la suma de $378.224,95

Estas cantidades incluyen los valores a los cuales condenó la jueza a-quo. 

Condena en Costas en ambas instancias a la demandada. 
Notificación surtida EN ESTRADOS.

El magistrado ponente,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


Magistrado y Magistrada,
ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO   

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN      
Alonso Gaviria Ocampo              

Secretario
ANEXO I – REAJUSTE COTIZACIONES A PENSIÓN
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2010/12 720.462,00 $                    

2011/01 N/A

2011/02 634.478,00 $                    

2011/03 661.492,00 $                    

2011/04 661.908,00 $                    

2011/05 649.254,00 $                    

2011/06 647.850,00 $                    

2011/07 N/A

2011/08 N/A

2011/09 642.100,00 $                    

2011/10 704.000,00 $                    

2011/11 N/A

2011/12 N/A

2012/01 667.950,00 $                    

2012/02 670.450,00 $                    

2012/03 666.700,00 $                    

2012/04 N/A

2012/05 N/A

2012/06 N/A

2012/07 816.700,00 $                    

2012/08 1.066.568,00 $                 

2012/09 816.700,00 $                    

2012/10 N/A

2012/11 1.011.954,00 $                 

2012/12 N/A

2013/01 992.250,00 $                    

2013/02 N/A

REAJUSTE COTIZACIONES PENSION

JACKELINE VASCO RIVERA


ANEXO II – RELIQUIDACIÓN DE PRESTACIONES SOCIALES.
[image: image3.emf]PRESTACION AÑO PAGADO SE DEBIO PAGAR DIFERENCIA

PRIMA 2011 555.783,00 $  612.380,00 $               56.597,00 $    

CESANTIAS 2011 547.254,00 $  612.380,00 $               65.126,00 $    

INT. CESANTIAS 2011 65.700,00 $     73.485,60 $                  7.785,60 $      

VACACIONES 2012 423.412,00 $  380.255,00 $               - $                

PRIMA 2012 587.046,00 $  760.510,00 $               173.464,00 $ 

CESANTIAS 2012 748.727,00 $  760.510,00 $               11.783,00 $    

INT. CESANTIAS 2012 89.847,00 $     91.261,20 $                  1.414,20 $      

VACACIONES 2013 452.494,00 $  395.437,50 $               - $                

PRIMA 2013 150.830,00 $  160.371,88 $               9.541,88 $      

CESANTIAS 2013 167.159,00 $  160.371,88 $               - $                

INT. CESANTIAS 2013 4.068,00 $       19.244,63 $                  15.176,63 $    

VACACIONES 2013 118.532,00 $  123.025,00 $               4.493,00 $      

TOTAL 345.381,30 $ 

PRESTACION AÑO PAGADO SE DEBIO PAGAR DIFERENCIA

PRIMA 2011 577.217,00 $  653.511,00 $               76.294,00 $    

CESANTIAS 2011 547.254,00 $  653.511,00 $               106.257,00 $ 

INT. CESANTIAS 2011 69.287,00 $     78.421,32 $                  9.134,32 $      

VACACIONES 2011 339.213,00 $  326.755,50 $               - $                

PRIMA 2012 734.361,00 $  868.329,00 $               133.968,00 $ 

CESANTIAS 2012 816.088,00 $  868.329,00 $               52.241,00 $    

INT. CESANTIAS 2012 97.931,00 $     104.199,48 $               6.268,48 $      

VACACIONES 2012 423.412,00 $  434.164,50 $               10.752,50 $    

PRIMA 2013 153.735,00 $  164.941,88 $               11.206,88 $    

CESANTIAS 2013 180.413,00 $  164.941,88 $               - $                

INT. CESANTIAS 2013 4.390,00 $       19.793,03 $                  15.403,03 $    

VACACIONES 2013 287.444,00 $  289.213,16 $               1.769,16 $      

TOTAL 423.294,36 $ 

PRESTACION AÑO PAGADO SE DEBIO PAGAR DIFERENCIA

PRIMA 2011 580.816,00 $  688.495,00 $               107.679,00 $ 

CESANTIAS 2011 581.524,00 $  688.495,00 $               106.971,00 $ 

INT. CESANTIAS 2011 69.783,00 $     82.619,40 $                  12.836,40 $    

VACACIONES 2012 340.020,00 $  344.247,50 $               4.227,50 $      

PRIMA 2012 729.833,00 $  828.324,00 $               98.491,00 $    

CESANTIAS 2012 796.159,00 $  828.324,00 $               32.165,00 $    

INT. CESANTIAS 2012 95.539,00 $     99.398,88 $                  3.859,88 $      

VACACIONES 2012 460.889,00 $  414.162,00 $               - $                

PRIMA 2013 145.330,00 $  133.243,06 $               - $                

CESANTIAS 2013 171.184,00 $  133.243,06 $               - $                

INT. CESANTIAS 2013 3.994,00 $       15.989,17 $                  11.995,17 $    

VACACIONES 2013 123.527,00 $  103.739,24 $               - $                

TOTAL 378.224,95 $ 

JACKELINE VASCO RIVERA

MICHAEL LAVERDE GONZALEZ

DANIEL MUÑOZ BEDOYA
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